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Ministro, Director de Departamento Adminis-
trativo, Magistrado de la Corte Suprema de Jus-
ticia, de la Corte Constitucional, del Consejo de 
Estado, del Consejo Superior de la Judicatura, o 
del Consejo Nacional Electoral, Procurador Gene-
ral de la Nación, Defensor del Pueblo, Contralor 
General de la República, Fiscal General de la Na-
ción, Registrador Nacional del Estado Civil, Co-
mandantes de las Fuerzas Militares, Director Ge-
neral de la Policía, Gobernador de Departamento 
o Alcaldes. 

Artículo 3°. El presente Acto Legislativo rige 
a partir de las elecciones presidenciales del año 
2018.

Bogotá, D. C., abril 22 de 2013.
Presentado a Consideración del honorable Se-

nado de la República por los suscritos Senadores,
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La reforma Constitucional de 1991 fue un cla-

ro acuerdo de voluntades de las fuerzas y partidos 
políticos en Colombia, reacción a varios vicios y 
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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
NÚMERO 24 DE 2013 SENADO

por el cual se reforma la Constitución Política 
de Colombia en sus artículos 190 y 197.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El inciso 1° del artículo 190 de la 
Constitución Política de Colombia quedará así: 

Artículo 190. El Presidente de la República será 
elegido para un período de cinco años, por la mi-
tad más uno de los votos que, de manera secreta y 
directa, depositen los ciudadanos en la fecha y con 
las formalidades que determine la ley. Si ningún 
candidato obtiene dicha mayoría, se celebrará una 
nueva votación que tendrá lugar tres semanas más 
tarde, en la que solo participarán los dos candida-
tos que hubieren obtenido las más altas votaciones, 
Será declarado Presidente quien obtenga el mayor 
número de votos. 

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 197 de la 
Constitución Política de Colombia, que quedará 
así: 

Artículo 197. No podrá ser elegido Presidente 
de la República el ciudadano que a cualquier título 
hubiere ejercido la Presidencia. Esta prohibición 
no cobija al Vicepresidente cuando la ha ejercido 
por menos de tres meses, en forma continua o dis-
continua, durante el cuatrienio.

No podrá ser elegido Presidente de la República 
o Vicepresidente quien hubiere incurrido en algu-
na de las causales de inhabilidad consagradas en 
los numerales 1, 4 y 7 del artículo 17, ni el ciuda-
dano que un año antes de la elección haya ejercido 
cualquiera de los siguientes cargos: 
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realidades de la democracia que inundaron la prác-
tica del sistema y que hizo necesario acomodar la 
Carta Magna, así como proyectarla dentro de los 
avances de un mundo moderno. 

La decisión de la voluntad colectiva se plasmó 
para el caso de la elección del Presidente de la Re-
pública, en periodos de cuatro años. En el tema de 
las reformas constitucionales es el poder ejecutivo 
quien tiene la preeminencia y bajo su aval se pre-
sentan la mayor parte de iniciativas. En otras pala-
bras no es el pueblo quien las presenta ni su repre-
sentante indirecto según la Teoría Constitucional. 

Así fue que nos encaminamos en un experimen-
to que no ha salido nada bien y que ha alterado a 
los partidos y a la política, que ha producido unos 
efectos naturales en la detentación del poder y en 
últimas ha polarizado la lucha por este, con pési-
mas consecuencias en todos los aspectos para el 
país. 

Marco Histórico de la reelección en Colom-
bia 

La reelección presidencial en Colombia se abo-
lió por la prevención que existía contra el poder de 
las maquinarias. Colombia no ha sido un país ree-
leccionista. En el siglo XX solo el Presidente Al-
fonso López Pumarejo fue reelegido, y no terminó 
su segundo periodo. A los Presidentes Alfonso Ló-
pez Michelsen y Carlos Lleras se les fue frustrada 
su reelección. 

En los primeros años de la República la Cons-
titución Nacional contempló la posibilidad de per-
mitir la reelección presidencial, en un momento 
en que Simón Bolívar era visto como el caudillo 
del que dependía el futuro de la patria. El 30 de 
agosto de 1821 se expidió la primera Constitución, 
que aceptaba la reelección presidencial inmediata, 
ocasión en la que el libertador Simón Bolívar fue 
postulado a ser elegido. La Carta Magna establecía 
que el Presidente podría ser reelecto una vez, sin 
embargo Bolívar fue nombrado dos años después 
como Presidente vitalicio. Bolívar primero fue de-
signado por el Congreso de Angostura como Pre-
sidente de la Gran Colombia en 1819. Posterior-
mente fue reelegido en 1826. En 1830 renunció a 
la presidencia. 

En los siguientes períodos se promulgaron nue-
vas constituciones, pero la reelección inmediata no 
volvió a ser aprobada y los mandatarios que estu-
vieron en la presidencia en una segunda oportu-
nidad lo hicieron a través reelecciones en las que 
hubo una o más administraciones de por medio, es 
el caso de Tomás Cipriano de Mosquera, elegido 
por primera vez en 1845 como conservador y 16 
años más tarde, en 1861 como Liberal. En 1866 
asumió el poder por tercera vez, y un año después 
tras su intento por cerrar el Congreso fue derroca-
do, encarcelado y sentenciado por el Senado a tres 
años de ostracismo. 

El Presidente Rafael Núñez, estuvo en el po-
der cuatro veces, logró la reelección inmediata, en 

1892. La primera vez fue elegido en 1880. En 1884 

proclamada una nueva Constitución, la cual con 
-

gó su mandato hasta 1892. Ese mismo año volvió a 
ser elegido de forma inmediata, Núñez se asiló en 
Cartagena y delegó el poder en sus vicepresiden-
tes. Murió antes de terminar su mandato en 1894.

En el gobierno del General Rafael Reyes, es ce-
rrado el Congreso y se convoca a una asamblea 
nacional constituyente con el propósito de que se 
formalice la voluntad del General de permanecer 
en el mandato por diez años. Sin embargo, tras las 
presiones de sus opositores, Reyes termina renun-
ciando en 1910. 

En el devenir del siglo XX, el Presidente Al-
fonso López Pumarejo asume dos veces el poder 
no en reelección inmediata, pues la Constitución 
no lo permitía. De igual manera fue dos veces Pre-
sidente, Alberto Lleras Camargo, la primera vez 
terminando el período de López Pumarejo, luego 
fue elegido como el primer mandatario del Frente 
Nacional. 

En el 2004 el Acto Legislativo número 02 refor-
mó la Constitución de 1991 y le dio paso al segun-
do período presidencial del Álvaro Uribe Vélez. 

La reelección no ha sido lo más saludable para 
nuestra cultura política. En la reelección se distrae 
el ejercicio funcional del ejecutivo, que llega al 
poder y muchas veces su corte inicia un proceso de 
proyectar su estadía en la Casa de Nariño por ocho 
años. Concomitantemente se activa la oposición e 
inicia la discusión sobre un programa de gobierno 
que no se ha ejecutado y que no alcanza a ejecutar-
se dentro de los 4 primeros años. 

Aspectos negativos de la reelección: 
1. Debilitamiento del estado de derecho, por 

cuanto se permea la independencia y autonomía 
de las entidades que componen las diferentes ra-
mas del poder, de forma tal que se pone en función 
de los intereses del Presidente candidato todo el 
andamiaje estatal, lo que conlleva el rompimiento 
del equilibrio de los poderes públicos. 

2. El Presidente llega con un plan de gobierno 
establecido en campaña que se plasma posterior-
mente en el plan de desarrollo, que tendrá que ser 
aprobado con actos legislativos o leyes posterio-
res. Este proceso conlleva alrededor de los dos 
primeros años de mandato. El tercer año es de im-
plementación para la ejecución de lo anterior y el 

volviéndose la gobernanza del mandato negativa 
para el poder ejecutivo. 

3. Perdida de las oportunidades de relevo ge-
neracional y alternancia en el poder, por no darse 
espacio, tanto a los nuevos grupos políticos, como 
a las nuevas generaciones que se estancan en la 
espera de espacios políticos y públicos. 
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4. Centralización de las ideas, por aglutinación 
de los grupos o partidos en pro de quien maneja el 
poder y los recursos, lo que a su vez conlleva a la 
estigmatización de los opositores. 

5 Aprovechamiento del erario público, para fa-
vorecer los intereses propios y de quienes vienen 
apoyándolo, así como para perpetuarse en el po-
der, lo que puede llevar a una dictadura. 

6. Distracción del verdadero deber del ejercicio 
presidencial, en cuanto a la realización del progra-
ma de gobierno, quedando relegada y pendiente la 
ejecución para el nuevo periodo presidencial. 

Nosotros nos regimos por un Estado Social de 
Derecho y por leyes que ordenan la parte estructu-
ral y funcional de nuestro País. Tenemos vocación 
Democrática histórica. En un periodo de cuatro 
años a un Presidente le queda muy difícil cumplir 
su nuevo plan de desarrollo, sus objetivos de go-
bierno y hacer efectivas sus políticas públicas. 

Los Planes Nacionales de Desarrollo, importan-
tes herramientas de programación, porque estable-
cen una guía orientadora para las acciones de los 
gobernantes y habitantes de un territorio durante el 
período que dure su mandato, son presentados ante 
el Congreso de la República para su estudio en el 
momento de toma de posesión del mandatario (7 
de agosto) y aprobados por esta Corporación, en su 
mayoría, diez u once meses después, circunstancia 
que limita el tiempo de su aplicación, desarrollo 
y ejecución a menos de tres años. El Plan Nacio-
nal de Desarrollo “El Salto Social”, del Presidente 
Ernesto Samper Pizano (1994- 1998), fue aproba-
do el 2 de junio de 1995 (Ley 188/95). El 29 de 
julio de 1999 fue aprobado el Plan de Desarrollo 
del gobierno del Presidente Andrés Pastrana Aran-
go (1998-2002), “Cambio para Construir la Paz” 
(Ley 508/99). El Plan Nacional de Desarrollo del 
primer período de gobierno del Presidente Álvaro 
Uribe Vélez (2002-2006), “Hacia un Estado Co-
munitario”, fue aprobado el 26 de junio de 2003 
(Ley 812/03) y el Plan de Desarrollo de su segun-
do mandato “Estado Comunitario: Desarrollo para 
todos” (Ley 1151/07) fue aprobado el 24 de julio 
de 2007. El Plan Nacional de Desarrollo del Presi-
dente Juan Manuel Santos (2010-2014), “Prospe-
ridad para Todos”, fue aprobado el 16 de junio de 
2011 (Ley 1450/11). 

Aspectos favorables de ampliar el periodo 
presidencial a 5 años: 

1. Se presenta un mayor plazo para la ejecución 
de los programas propuestos, sin que sea necesario 
desgastarse en unas elecciones, es decir, que evita 
que el Presidente se distraiga en una campaña po-
lítica y se paralicen los programas. 

2. Si se mira a largo plazo, por ejemplo en un 
periodo de veinte años, el Estado se ahorra lo co-
rrespondiente a dos elecciones. 

3. Permite el aprovechamiento de los recursos 
del Estado, sin que se utilicen para la compra de 
favores y aliados políticos. 

4. Se mantiene el respeto al principio de los pe-
sos y contrapesos del poder en el Estado. 

5. Se respeta el sentido político de los diferen-
tes grupos y partidos, evitando su conglomeración 
al lado del Presidente – candidato, en procura de 
su favorecimiento. 

-
portancia para el país y más en la cima de la ten-
sión política e inestabilidad que se puede produ-
cir social y económicamente. Por ello sería más 
conveniente un periodo presidencial de 5 años, 

reelección. 
Si este proyecto de acto legislativo logra el con-

senso inmediato y la voluntad política de la Uni-
dad Nacional, podría tener su primera vuelta al 20 
de junio de 2013. 

SENADO DE LA REPÚBLICA 
SECRETARÍA GENERAL 

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., 23 de abril de 2013 
Señor Presidente: 

-
yecto de Acto Legislativo número 24 de 2013 Se-
nado, por el cual se reforma la Constitución Polí-
tica de Colombia en sus artículos 190 y 197,  me 
permito pasar a su despacho el expediente de la 
mencionada iniciativa que fue presentada en el día 
de hoy ante Secretaría General por los Senadores 
Juan Manuel Corzo Román, César Tulio Delga-
do, Liliana Rendón, Fernando Tamayo Tamayo, 
Luis Emilio Sierra, Nora García Burgos, Efraín 
Cepeda, Iván Clavijo, Eduardo Enríquez Maya, 
José David Salgado. La materia de que trata el 
mencionado proyecto de acto legislativo, es com-
petencia de la Comisión Primera Constitucional 
Permanente, de conformidad con las disposiciones 
reglamentarias y de ley. 

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.
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PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENA-
DO DE LA REPÚBLICA 

Abril 23 de 2013
De conformidad con el informe de Secretaria 

General, dese por repartido el proyecto de acto le-
gislativo de la referencia a la Comisión Primera 
Constitucional y envíese copia del mismo a la Im-

la Gaceta del Congreso. 

Cúmplase. 
El Presidente del honorable Senado de la Re-

pública, 
Roy Barreras Montealegre. 

El Secretario General del honorable Senado de 
la República, 

Gregorio Eljach Pacheco. 
* * *

PONENCIAS
PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE 

AL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
NÚMERO 19 DE 2013 SENADO

por el cual se establece la segunda vuelta para 
la elección de alcaldes en las capitales de depar-
tamento y en el distrito capital, y se dictan otras 

disposiciones.
1. Antecedentes del Proyecto de Acto Legis-

lativo 
La Constitución Política de 1886 estableció una 

estructura vertical del Poder Ejecutivo y en este 
sentido dispuso que los ciudadanos eligieran al 
Presidente de la República, quien nombraba a los 
gobernadores de los departamentos y estos a su 
vez, a los alcaldes municipales. No obstante que 
este estatuto tenía por principio la centralización 
política y la descentralización administrativa, esta 
empezó a hacerse efectiva en el año 1986 y se in-
crementó con la elección de los alcaldes municipa-
les consagrada en el artículo 1° del acto legislativo 
del mismo año, en estos términos: 

“Todos los ciudadanos eligen directamente 
Presidente de la República, Senadores, Represen-
tantes, Diputados, Consejeros intendenciales y 
Comisariales, Alcaldes y Concejales Municipales 
y del Distrito Especial.”. 

Tuvo la iniciativa el insigne conductor e ideó-
logo político del Partido Conservador Colom-

al ideario de este Partido, expuso la necesidad 
de materializar la participación de la ciudadanía 
eligiendo directamente a la primera autoridad 
municipal, en el entendido de que así la población 
podía conocer y exponer de mejor manera las 
necesidades colectivas y abrir la posibilidad de 
darles solución. 

Con posterioridad, cuando se expidió la Cons-
titución de 1991 la elección popular de alcaldes se 
consolidó y, como habían calado en la comunidad 
las ideas del ilustre hombre público, la elección 
popular se estableció también para los gobernado-
res de los departamentos, tal como ha venido ocu-
rriendo desde entonces. 

La experiencia ha sido positiva, pues el artículo 
40 de la Constitución Política otorga al ciudadano 
el derecho a participar en la conformación, ejerci-
cio y control del poder político, y uno de los siste-
mas existentes para hacer efectivo este derecho es 

la elección de las autoridades que deben comandar 
la administración y la prestación de los servicios 
públicos. 

El presente proyecto de reforma constitucional 
fue presentado por Juan Francisco Lozano Ramí-
rez y otros honorables Congresistas en la Secreta-
ria General del Senado el día 13 de marzo de 2013 
cumpliendo los requisitos contemplados en los ar-
tículos 223 de la Ley 5a de 1992 y 158 y 169 de 
la Constitución Política que regulan la iniciativa 
constituyente, la unidad de materia y el título del 
acto, respectivamente. 

2. Objeto Inicial del Proyecto de Acto Legis-
lativo 

En su origen el proyecto de acto legislativo to-
caba estos 4 aspectos: 

• En los distritos o municipios con más de un 
millón de habitantes serán elegidos alcaldes, quie-
nes obtengan la mitad más uno de los votos que, de 
manera secreta y directa, depositen los ciudadanos 
con las formalidades que determine la ley. 

• Si ningún candidato logra dicha mayoría se 
realizará una segunda vuelta electoral con aquellos 
candidatos que tuvieron las dos votaciones más al-
tas en la primera vuelta. 

• La importancia de la segunda vuelta radica, no 
solo en el aumento de la participación del ciudada-
no al elegir su candidato, sino que garantiza la le-
gitimidad y la gobernabilidad de las instituciones 
políticas. 

• El alcalde elegido con una votación mayorita-

para llevar a cabo el programa que sometió a la 
opinión pública y sin necesidad de recurrir a coa-
liciones con partidos o movimientos políticos con-
trarios. 

3. Contenido Inicial del Proyecto de Acto Le-
gislativo 

los artículos 314 y 323 de la Constitución Política 
incluyendo una segunda elección si en la primera 
ningún candidato alcanzaba la mayoría electoral 
absoluta. Es decir, cuando no se lograse la mitad 
más uno del total de los votos, los dos candidatos 
que obtuvieran las más altas votaciones se somete-
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El texto puesto a consideración del Congreso de 
la República reformaba los dos artículos mencio-

de los municipios de Colombia y a la elección del 
alcalde de Bogotá. 

4. Ventajas de esta Iniciativa Constituyente 
Con el presente proyecto de acto legislativo se 

busca, de una parte, introducir un mecanismo que 
a lo largo del tiempo ha venido cobrando relevan-
cia dentro del concepto de democracia, entendién-
dola como el mandato que emana de la colectivi-
dad, mediante la elección de un líder impuesto por 
la mayoría de la población, y, de otra, brindar a los 
alcaldes de las principales ciudades del país toda la 
capacidad de buen gobierno, fortaleza y legitimi-
dad indispensables para hacer con éxito su trabajo. 

La iniciativa calca la disposición de la reelec-
ción presidencial, según la cual si en una primera 
votación ninguno de los candidatos alcanza esa 
mayoría, tres semanas después se hará una segun-
da vuelta con los dos primeros. 

La relevancia de la segunda vuelta radica no 

sino que determina la legitimidad y la gobernabili-
dad de las instituciones políticas. Como están hoy 
las normas vigentes, un alcalde llega a ocupar el 
cargo con un porcentaje relativamente pequeño de 
votantes frente a los que podrían sufragar por él, 
y esto limita su capacidad de acción y lo obliga a 
buscar coaliciones con partidos y movimientos po-
líticos que combatieron su programa y sus planes 
de gobierno. 

En las últimas elecciones realizadas en la ciu-
dad de Bogotá ninguno de los alcaldes contó con 
más de la mitad de los votos de los comicios. 

Por ejemplo, en los comicios de 2011 de Bogo-
tá el actual alcalde Gustavo Petro obtuvo el 32 por 
ciento de los votos válidos, los cuales equivalen a 
723.157 votos de los 2.244.025. 

Un fenómeno similar ocurrió en las elecciones 
de 2003 y 2007, cuando los elegidos como alcal-
des lograron, respectivamente, un 46,29 y un 43,94 
por ciento de los votos.

Año Candidato Votos Recibidos Porcentaje Votos Válidos Potencial de sufragantes
2011 Gustavo Francisco Petro Urrego 723,157 32,22% 2,244,025 4,904,572 
2007 Samuel Moreno Rojas 920,013 43,94% 2,031,526 4,378,026 
2003 Luis Eduardo Garzón 797,466 46,29% 1,650,792 3,922,818 

* Información tomada de la Registraduría Nacional del Estado Civil 
Otra de las ciudades que supera el millón de habitantes y que ha tenido elecciones de mandatarios con 

porcentajes superiores al 50 por ciento ha sido Medellín.
Año Candidato Votos Recibidos Porcentaje Votos Válidos Potencial de sufragantes

2011 Aníbal Gaviria Correa 239,259 37,68% 634,951 1,336,292 
2007 Alonso Salazar 275,734 44,47% 589,675 1,173,469 
2003 Sergio Fajardo Valderrama 208,541 45,69% 427,746 1,002,684 

La tercera ciudad que sería cobijada con el proyecto de acto legislativo sería la capital del Valle del 
Cauca, Cali, la cual según el último censo tiene una población superior a los tres millones de habitantes. 

Año Candidato Votos Recibidos Porcentaje Votos Válidos Potencial de sufragantes
2011 Rodrigo Guerrero Velasco 245,016 42,27% 579,600 1,474,525 
2007 Jorge Iván Ospina Gómez 268,950 44,91% 564,989 1,320,791 
2003 Apolinar Salcedo C. 180,736 39,63% 424,134 1,201,913 

La capital del departamento del Atlántico, Barranquilla, ha mostrado un crecimiento poblacional que 
se ha evidenciado en su número de habitantes que para el último censo llegaba a los 2.473.680. A pesar 
de que sus dos últimos alcaldes fueron elegidos con porcentajes superiores al 50 por ciento, la población 
tendría derecho de volver a elegir en caso de una elección con porcentaje inferior. 

Año Candidato Votos Recibidos Porcentaje Votos Válidos Potencial de sufragantes
2011 Elsa Noguera de la Espriella 227,349 58,12% 391,137 914,945 
2007 Alejandro Char Chaljub 223,580 59,07% 341,430 855,236 
2003 Guillermo Enrique Hoenisberg 97,402 31,29% 278,044 743,186 

su población es de 1.123.418 
Año Candidato Votos Recibidos Porcentaje Votos Válidos Potencial de sufragantes

2011 Campo Elías Terán Dix 160,176 55,00% 291,222 653,757 
2007 Judith del Carmen Pinedo 116,755 44,24% 233,527 584,798 
2003 Alberto Rafael Eduardo Barbosa 119,023 49,68% 198,448 522,068 

La última ciudad que entraría en el proyecto de ley es la de Cúcuta, capital de Norte de Santander 
Año Candidato Votos Recibidos Porcentaje Votos Válidos Potencial de sufragantes

2011 Don Amaris Ramírez Paris 104,161 42,49% 245,115 485,585 

2007 María Eugenia Riascos 
Rodríguez 95,932 45,86% 202,603 429,397 

2003 Ramiro Suárez Corzo 127,783 62,06% 187,488 394,105



Página 6 Martes, 23 de abril de 2013 GACETA DEL CONGRESO  226

Por otra parte, el proyecto de acto legislativo ga-
rantiza estos tres principios fundantes de la demo-
cracia: legitimidad, gobernabilidad y soberanía 
popular. 

En palabras de los autores, el proyecto se funda 
en estos principios: 

“Podemos decir que la soberanía popular es el 
núcleo fundamental de la democracia. Para Gio-
vanni Sartori, un régimen electoral democrático 

-
cia, entendida como el “gobierno del pueblo, para 
el pueblo, por el pueblo”. 

Cuando se argumenta que la democracia es el 

de soberanía popular, es decir que el poder nace 
y se conserva en el pueblo como un grupo con-
formado por la totalidad de individuos que habi-
tan determinado lugar, quienes ejercen su poder 
al elegir a sus representantes mediante el sufragio 
universal. 

Para que el principio de soberanía popular sea 

que los representantes son elegidos mediante unas 
votaciones o elecciones libres y legítimas. Cuando 
hablamos de libertad, nos referimos a aquel domi-
nio absoluto que tiene el individuo sobre sí mismo. 
En palabras de Fernando Savater “libertad es po-
der decir sí o no; lo hago o no lo hago, digan lo 
que digan mis jefes o los demás; esto me conviene 
y lo quiero, aquello no me conviene y por lo tanto 
no lo quiero. Libertad es decir, también, no lo olvi-
des, darte cuenta de que estas decidiendo. Lo más 
opuesto a dejarse llevar...”1. 

Se dice entonces que la soberanía popular par-
te de la base según la cual el hombre es un indi-
viduo que goza de plena conciencia y libertad de 
decidir atendiendo a los principios y valores de la 
libertad, tal como la explica Savater. 

Ahora bien, la legitimidad se fundamenta en el 
reconocimiento que le da el pueblo a sus gober-
nantes para que sean ellos quienes lideren los de-
signios de la sociedad. A su vez, la legitimidad es 
la que hace que el gobernante tenga la obligación 
de obedecer y respetar el principio según el cual 
se gobierna por el pueblo y para el pueblo. 

Sartori menciona que “La democracia es, para 
empezar, un principio de legitimidad. Concebida 
de esta forma, constituye el mínimo y el único co-
mún denominador de toda doctrina democrática. 
Desde el punto de vista democrático nadie niega, 
en efecto, que el poder solo es legítimo cuando 
procede de la autoridad del pueblo y está basado 
en su consentimiento. Nadie pone en duda que la 
democracia es la negación de la autocracia. Pero 
el acuerdo no va más allá y se apoya sobre bases 
muy frágiles. En efecto, la democracia, como prin-
cipio de legitimación, se presta a dos interpreta-
ciones divergentes: (1) que el consentimiento del 

1  Savater Fernando. Ética para Amador. Ed. Ariel, Barce-
lona, 1991, pp. 51-66 

pueblo puede consistir en una mera presunción, en 

-
diante procedimientos ad hoc (que excluyen, sobre 
todo, el consentimiento por simple aclamación)” . 

En el mismo sentido, en su obra Economía y 
-

probabilidad de encontrar obediencia dentro de 

(o para toda clase de mandatos)”. En la misma 
obra, el autor alemán menciona que los motivos de 
dominación o autoridad son diversos, y los men-
ciona para concluir que siempre se debe añadir 
un factor fundamental al concepto de dominación 
o autoridad que es la creencia en la legitimidad3. 

Lo anterior, puede explicar la importancia y la 
trascendencia que tiene el concepto de legitimi-

que asegura la capacidad del gobierno para ha-
cer cumplir las decisiones a sus ciudadanos, luego 
ningún gobierno democrático puede subsistir sin 
la creencia mayoritaria de legitimidad. 

En este contexto, la legitimidad democrática se 

de las mayorías. Son estas las que, como mencio-
namos anteriormente, mediante el sufragio uni-
versal, le dan la fuerza y el vigor a los mandatos 
de los líderes electos.”. 

En cuanto a la gobernabilidad la exposición de 
motivos es acertada al mencionar: 

“...un sistema de mayoría electoral simple para 
adjudicar el triunfo a un candidato no siempre ga-
rantiza que el triunfador cuente, efectivamente, 

-
danos. Ni siquiera de la mayoría de los votantes. 

Cuando esto sucede, tal circunstancia deriva 

futuro alcalde pues en la práctica el nuevo man-
datario no cuenta con un respaldo mayoritario en-
tre sus conciudadanos y su legitimidad, por ende, 
nace erosionada. 

Aunque estas precariedades en la goberna-
bilidad y la legitimidad derivadas de resultados 
electorales en los cuales ningún candidato obtiene 
más del 50% de los votos son predicables frente a 
todo tipo de municipios y ciudades, es en las urbes 
de mayor tamaño donde los problemas pueden ad-
quirir dimensiones verdaderamente críticas. 

Ciertamente, como lo ha demostrado reiterada-
mente la práctica política, cuando un alcalde de 
una gran ciudad es elegido con el voto favorable 
de un porcentaje relativamente bajo de ciudada-

2  Sartori, Giovanni - democracia. Fuente: http://es.scribd.
comldoc/7273236/Sartori-Giovanni-Democracia 

3  Fuente: Los Tipos de Dominación Según Max Weber 
(1864-1920)

http://fcsyp.mxl.uabc.mx/RevistaPlural/descargas/Edicion3/
angel-riveraokya.pdf 
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ciudadanía no se siente representada por el alcal-
de, no se siente convocada por su gobierno, ni se 
siente interpretada en sus decisiones. 

No se necesita simulaciones complejas para 
entenderlo. En Colombia la abstención ha ronda-
do por el 50% de los electores. Si en una determi-
nada campaña en una ciudad grande compiten 7 u 
8 candidatos, es posible y probable que el ganador 
obtenga cerca del 30% de los votos válidos. En 
esas condiciones el nuevo alcalde tendría que go-
bernar habiendo contado con el respaldo efectivo 
de, escasamente, el 15% de los ciudadanos aptos 
para votar. O dicho de otra manera, de cada 100 
ciudadanos aptos para votar, 85 no votaron por el 
ganador. De entrada el mandatario recién elegido 
enfrenta una crisis de apoyo popular. Eso es peli-
groso, inconveniente y dañino y este proyecto se 
presenta para superar ese problema político tan 
peligroso para la buena marcha de las grandes 
ciudades. 

Incluso, desde la perspectiva del control ciu-
dadano es altamente riesgoso el esquema actual. 
¿Cómo puede la ciudadanía llamar a cuentas a un 
gobernante sí no participó en su elección? 

Y, por otra parte, aumenta la fragilidad de 
los gobernantes frente a eventuales revocatorias 
y movilizaciones adversas. Sí solo el 15% de los 
votantes aptos acompañó al alcalde elegido, en 
un principio, sus políticas, planes, programas y 
proyectos solo serán respaldadas por ese 15% y 
el 85% restante será más propenso a oponerse, a 
bloquear la ejecución de sus políticas, e incluso a 
revocar su mandato”. 

De acuerdo con lo transcrito, la ventaja de apro-
bar este proyecto de acto legislativo radica en la 
mayor gobernabilidad del elegido a partir de la 
legitimidad que genera el apoyo mayoritario del 
colectivo ciudadano. 

PLIEGO DE MODIFICACIONES PARA 
EL PRIMER DEBATE

El Senador Eduardo Enríquez Maya como po-
nente coordinador presentó a la Comisión Primera 

1. Cambiar el objeto del proyecto por este, por 
el cual se establece la segunda vuelta para la 
elección de alcaldes en las capitales de departa-
mento y en el distrito capital, y se dictan otras 
disposiciones. 

2. Invertir el orden del articulado empezando 
por el artículo 312 de la Constitución Política, en 

del mismo estatuto. 
3. Establecer la segunda vuelta en la elección de 

alcaldes de capitales de departamento y en el Dis-
trito Capital, porque estimo que es necesaria para 
buscar legitimidad en los elegidos y la garantía de 
un gobierno con mayor consenso. 

4. Aumentar una curul en los concejos muni-
cipales y en el concejo del Distrito Capital con el 

candidato que no resulte elegido alcalde, como una 
-

dadano. Esta permitiría participar a los candidatos 
que no son elegidos en el cargo de alcalde muni-
cipal y la oposición tendría espacios democráticos 
para fortalecerse como un sistema legítimo que 
consolide aún más el Estado Social de Derecho. 

conseguir que en adelante: 
• Los alcaldes de capitales de departamento y 

del Distrito Capital sean elegidos al menos con la 
mitad más uno de los votos que depositen los ciu-
dadanos. 

• Si ningún candidato obtiene dicha mayoría se 
realizaría una segunda vuelta electoral con aque-
llos que hayan tenido las dos votaciones más altas 
en la primera vuelta. 

• El candidato al cargo de Alcalde que siga en 
votos a quien sea declarado elegido y que obtenga 
cuando menos un treinta por ciento (30%) de la 
votación, ocupará una curul adicional en el Conce-
jo Distrital o Municipal durante el período para el 
cual se hizo la correspondiente elección, siempre y 
cuando su Partido o movimiento político se decla-
re en oposición. Dicha declaración se hará ante el 
Consejo Nacional Electoral, organismo que deberá 

-
cho es personal e intransferible. 

En los términos señalados la Comisión Primera 
del Senado aprobó el proyecto de reforma consti-
tucional para el estudio correspondiente en la Ple-
naria del honorable Senado de la República. 

APROBACIÓN EN PRIMER DEBATE Y 
MODIFICACIONES

Después de haber sido explicada la ponencia 
para este debate, dentro del estudio que hicieron 
los honorables Senadores que integran la Comi-
sión Primera, surgieron otras ideas tendientes a 
mejorar el proyecto, pues los conceptos de legiti-
midad y gobernabilidad conllevan la necesidad, no 
solo de aprobar el proyecto aplicable a la elección 
de alcaldes, sino de extender la segunda vuelta a la 
elección de gobernadores y de crear instrumentos 
idóneos con miras a aplicar el estatuto de la oposi-
ción. Esta propuesta fue hecha por los honorables 
Senadores Jorge Eduardo Londoño y Carlos Enri-
que Soto Jaramillo. El Senador Soto Jaramillo su-
girió disminuir el número de votos o el porcentaje 
para elegir a mandatarios locales y regionales. 

En ese orden de ideas, el Senador Eduardo En-
ríquez Maya, en representación de la bancada del 

ciudadanos que participan en las elecciones, cuan-
do los candidatos no alcancen a ser elegidos en la 
Presidencia y Vicepresidencia de la República, en 
las Gobernaciones y Alcaldías. Así, de una parte, 
los elegidos adquieren un mayor grado de legitimi-
dad y, de otra, los no elegidos, pero que tienen con-
siderable respaldo popular, pueden seguir partici-
pando en el ejercicio y control del poder político. 
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ponencia, el proyecto de acto legislativo fue apro-
bado por la Comisión Primera del Senado. Ahora, 
acatando las recomendaciones de los senadores, 
proponemos lo siguiente: 

Extender la segunda vuelta a la elección de 
Gobernadores de departamento, porque obran las 
mismas razones para realizarla respecto de los 
acaldes. 

En el marco de los derechos de la oposición 
disponer que los candidatos a la Presidencia de 
la República, Vicepresidencia de la República, 
Gobernaciones y Alcaldías que sigan en votos a 
quien se declare elegido y que obtenga cuando 
menos un treinta por ciento (30%) de la votación, 
ocuparán una curul adicional en el Senado de la 
República, Cámara de Representantes, Asambleas 
Departamentales y Concejos Distritales y Munici-
pales, respectivamente, durante el período para el 
cual se hizo la correspondiente elección, siempre y 
cuando su Partido o movimiento político se decla-
re en oposición. Dicha declaración se hará ante el 
Consejo Nacional Electoral, organismo que deberá 

-
cho es personal e intransferible. 

Reformar los artículos 112, 171 y 176 de la 
Constitución Política, referentes al estatuto de la 
oposición, a la composición del Senado de la Re-
pública y a la composición de la Cámara de Repre-
sentantes. 

Cambiar el título del proyecto por este, por el 
cual se establece la segunda vuelta para la elec-
ción de gobernadores y alcaldes en las capitales 
de departamento y en el distrito capital, y se dic-
tan otras disposiciones. 

La pertinencia e importancia de la segunda 
vuelta se sustentan no solo en el aumento de la 
participación del ciudadano al elegir su candidato, 
sino que este es un medio efectivo para determinar 
la legitimidad y asegurar la gobernabilidad de las 
instituciones políticas. 

El término legitimidad puede tener, entre otros, 

-
co que surge en el terreno político, donde se puede 

la población un grado de aceptación tal que ase-
gure la obediencia y respeto de los gobernados sin 
recurrir a la fuerza, salvo en casos excepcionales. 
Por esto todo poder para ser reconocido como legí-
timo tiende a ganarse el consenso, transformando 
la obediencia en adhesión y la coercitividad en el 
convencimiento que emana de la contundencia de 
los argumentos y diafanidad de las posiciones po-
líticas. 

Y del término gobernabilidad se han dado dos 
acepciones. En primer lugar, es un estilo de go-
bierno caracterizado por un mayor grado de coo-
peración e interacción entre el Estado y los actores 
sociales, y en segundo, es el conjunto de modali-

dades de coordinación de las acciones individuales 
como fuentes primarias de construcción del orden 
social. 

Con los dos conceptos, legitimidad y goberna-
bilidad, se satisface el principio de soberanía po-
pular que, a juicio de Habermas, tiene esta con-
notación: “El principio de la soberanía popular, 
cuando se lo lee en términos de teoría del discurso, 
dice que todo poder político deriva del poder co-
municativo de los ciudadanos. El ejercicio de la 
dominación política se rige y legitima por las leyes 
que los ciudadanos se dan a sí mismos en una for-
mación discursivamente estructurada de la opinión 
y la voluntad.” “Facticidad y validez” Habermas 
Jurgen. Editorial Trotta-2005, página 238. 

De aprobarse este proyecto, tal como lo espera-
mos, los gobernadores y los alcaldes de capitales 
de departamento y del Distrito Capital serían ele-
gidos con una votación respetable, que les asegure 
legitimidad, gobernabilidad y posibilidades de éxi-
to en su gestión. 

Y a su turno los candidatos a la Presidencia de 
la República, Vicepresidencia de la República, 
Gobernaciones, Alcaldía del Distrito Capital y de 
capitales de departamento que sigan en votos a 
quienes se declaren elegidos tendrían asiento, du-
rante el período para el cual se realice la elección, 
en el Senado de la República, en la Cámara de Re-
presentantes, en las Asambleas Departamentales y 
Concejos Distritales y Municipales. Quien obten-
ga cuando menos un treinta por ciento (30%) de la 
votación, ocupará una curul adicional en esas cor-
poraciones durante el período para el cual se hizo 
la correspondiente elección, siempre y cuando su 
Partido o movimiento político se declare en opo-
sición. Dicha declaración se hará ante el Consejo 
Nacional Electoral, organismo que deberá expedir 

personal e intransferible. 
El aumento de curules incrementaría la repre-

sentación popular en tanto un conjunto de ciuda-
danos, aquellos que votaron por los candidatos no 
elegidos, la adquieren en las corporaciones nacio-
nales, regionales y locales de origen popular para 
tener voz y participar en el ejercicio del poder po-
lítico más allá del día de las elecciones. 

Con la normativa vigente, quienes votan por los 
candidatos que pierden la elección prácticamente 
depositan un voto instantáneo y sin futuro, porque 
estos candidatos desaparecen de la vida política 
y se esfuman las ideas expuestas en la respectiva 
campaña. Se pretende, a cambio del régimen ac-
tual, reconocerle pleno valor al voto, prologándole 
sus efectos y permitiendo que el programa no es-
cogido por el elector cuente y sea una alternativa 
viable y además que, quienes lo defendieran, con-
tribuyan desde las corporaciones públicas como 
conductores políticos y jefes de la oposición, si es 
del caso. 
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En ejercicio del derecho de disentir, los can-
didatos no elegidos que ocuparían curules en el 
Senado, en la Cámara de Representantes, en las 
Asambleas Departamentales y en los Concejos 
Distritales y Concejos Municipales, estarían facul-
tados para lo siguiente: 

Encabezar la oposición haciendo uso del dere-
cho que consagra el artículo 112 de la Constitución 

-
gislativo 01 de 2003. 

Dirigir el control político sobre la administra-
ciones nacional, departamental, distrital y munici-
pal, de acuerdo con el Acto Legislativo 01 de 2007. 

El Acto Legislativo 01 de 2003 garantiza el de-
recho de los partidos y movimientos políticos con 
personería jurídica a declararse en oposición al 
Gobierno y, con posterioridad a esta declaración, 
adquieren el derecho de ejercer la función crítica, 
planear y desarrollar alternativas políticas. 

Si bien el derecho a la oposición se consagró 
explícitamente, los instrumentos para hacerla efec-
tiva son apenas el acceso a la información y a la 

comunicación del Estado o en aquellos que hagan 
uso del espectro electromagnético y la réplica en 
los mismos medios de comunicación. 

Dejó de mencionarse un derecho que surge por 
generación espontánea de las elecciones y de las 

candidatos perdedores a tener representación en 
las corporaciones y a exponer sus planteamientos 
sobre la forma como debe conducirse el gobierno 
y la administración pública. No hacer efectivo este 
derecho constituye un deterioro de la representati-
vidad que en los países desarrollados cada día se 
aumenta, profundiza y fortalece. 

inconsistencias y contradicciones. Los candidatos 
perdedores en elecciones uninominales no llega-
ron a las corporaciones públicas y por este motivo, 

permanentemente sus opiniones y, de contera, lo 
que hacen es ingresar a la burocracia o a la diplo-
macia privando a la comunidad de su cooperación 
y conocimientos en el papel que deben desempe-
ñar los partidos políticos y sus directores, y en el 
desenvolvimiento de la administración pública. 

Los candidatos a la Presidencia de la República, 
a la Vicepresidencia de la República, a las gober-
naciones y a las alcaldías que no fueron elegidos a 
pesar de contar con guarismos importantes de vo-
tación se pierden, y con ellos las inquietudes y pro-
gramas que expusieron públicamente con ocasión 
de las jornadas electorales. En muchas ocasiones, 
las mayorías se quedan por fuera del ejercicio del 
poder para ser gobernadas por las minorías. 

El derecho a integrar las corporaciones públi-
cas es intuito personae, es decir, se concede por 
los atributos personales y por los votos que la ciu-
dadanía deposita a favor del candidato. Por este 

motivo, no es susceptible de transferir a ninguna 
persona, en otras palabras, el titular de este dere-
cho no puede ser reemplazado y no tiene suplente. 

En síntesis, el proyecto de enmienda constitu-
yente persigue estos objetivos: 

• Propender porque en las capitales de departa-
mento y en el Distrito Capital la elección de alcal-
des se haga con mayor apoyo político y legitimi-
dad, y 

• Crear en el Senado de la República, en la Cá-
mara de Representantes, en las Asambleas Depar-
tamentales y en los Concejos Distritales y Munici-
pales una curul adicional en representación de los 
votos y opiniones que no resultaron ganadores en 

-
nión y pueden contribuir al ejercicio pleno de la 
democracia. 

Cabe anotar, este proyecto de acto legislativo, 
se discutió en la Comisión Primera del Senado el 
10 de abril y se aprobó el martes 16 de abril, cum-
pliendo los requisitos que para estos menesteres 
consagran la Constitución Política y la Ley 5a de 
1992. 

Proposición
En mérito de las anteriores consideraciones, 

ponencia, proponemos al honorable Senado de la 
República dar segundo debate en primera vuelta 
al Proyecto de Acto Legislativo número 19 de 
2013 Senado, por el cual se establece la segunda 
vuelta para la elección de gobernadores y alcaldes 
de capitales de departamento y distrito capital, y 
se dictan otras disposiciones. 

PLIEGO DE MODIFICACIONES AL  
PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 

NÚMERO 19 DE 2013 SENADO
 por el cual se establece la segunda Vuelta 

para la elección de gobernadores y alcaldes en 
las capitales de departamento y en el distrito  

Capital, y se dictan otras disposiciones.
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El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 112 de la Constitución 
Política quedará así: 

Artículo 112. Los partidos y movimientos po-
líticos con personería jurídica que se declaren en 
oposición al Gobierno, podrán ejercer libremente 
la función crítica frente a este, y plantear y desa-
rrollar alternativas políticas. Para estos efectos, se 
les garantizarán los siguientes derechos: el acceso 

las restricciones constitucionales y legales; el uso 
de los medios de comunicación social del Estado 
o en aquellos que hagan uso del espectro electro-
magnético de acuerdo con la representación obte-
nida en las elecciones para Congreso inmediata-
mente anteriores; la réplica en los mismos medios 
de comunicación. 

Los partidos y movimientos minoritarios con 
personería jurídica tendrán derecho a participar en 
las mesas directivas de los cuerpos colegiados, se-
gún su representación en ellos. 

Una ley estatutaria reglamentará íntegramente 
la materia. 

Los candidatos a la Presidencia de la Repú-
blica, Vicepresidencia de la República, Goberna-
ciones y Alcaldías que sigan en votos a quien se 
declare elegido y que obtengan cuando menos un 
treinta por ciento (30%) de la votación, ocupa-
rán una curul adicional en el Senado de la Re-
pública, Cámara de Representantes, Asambleas 
Departamentales y Concejos Distritales y Muni-
cipales, respectivamente, durante el período para 
el cual se hizo la correspondiente elección, siem-
pre y cuando su partido o movimiento político se 
declare en oposición. Dicha declaración se hará 
ante el Consejo Nacional Electoral, organismo 

-
ción. Este derecho es personal e intransferible. 

Artículo 2°. El artículo 171 de la Constitución 
Política quedará así: 

Artículo 171. El Senado de la República estará 
integrado por cien miembros elegidos en circuns-
cripción nacional. 

Habrá un número adicional de dos senadores 
elegidos en circunscripción nacional especial por 
comunidades indígenas. 

Los ciudadanos colombianos que se encuentren 
o residan en el exterior podrán sufragar en las elec-
ciones para Senado de la República. 

La Circunscripción Especial para la elección de 
senadores por las comunidades indígenas se regirá 
por el sistema de cuociente electoral. 

Los representantes de las comunidades indíge-
nas que aspiren a integrar el Senado de la Repúbli-
ca, deberán haber ejercido un cargo de autoridad 
tradicional en su respectiva comunidad o haber 
sido líder de una organización indígena, calidad 

-
pectiva organización, refrendado por el Ministerio 
de Gobierno. 

El candidato al cargo de Presidente de la Re-
pública que siga en votos a quien se declare ele-
gido y que obtenga cuando menos un treinta por 
ciento (30%) de la votación, ocupará una curul 
adicional en el Senado de la República durante 
el período para el cual se hizo la correspondien-
te elección, siempre y cuando su partido o mo-
vimiento político se declare en oposición. Dicha 
declaración se hará ante el Consejo Nacional 
Electoral, organismo que deberá expedir la co-

-
sonal e intransferible. 

Artículo 3°. El artículo 176 de la Constitución 
Política quedará así: 

Artículo 176. El artículo 2° establece: “Lo dis-
puesto en este acto legislativo en relación con la 
conformación de la Cámara de Representantes por 
circunscripciones territoriales regirá a partir de 
las elecciones que se celebren en el año 2010. Lo 
relativo a las circunscripciones especiales y a la 
circunscripción internacional regirá a partir de las 
siguientes elecciones posteriores a su vigencia”. El 
nuevo texto es el siguiente:> <Ver en Legislación 
Anterior el texto vigente antes de las fechas en que 
rige el Acto Legislativo 3 de 2005> La Cámara de 
Representantes se elegirá en circunscripciones te-
rritoriales, circunscripciones especiales y una cir-
cunscripción internacional. 

Habrá dos representantes por cada circunscrip-
ción territorial y uno más por cada 365.000 habi-
tantes o fracción mayor de 182.500 que tengan en 
exceso sobre los primeros 365.000. 

Para la elección de Representantes a la Cámara, 
cada departamento y el Distrito Capital de Bogotá 
conformarán una circunscripción territorial. 

La ley podrá establecer una circunscripción es-
pecial para asegurar la participación en la Cámara 
de Representantes de los grupos étnicos y de las 
minorías políticas. 

Mediante esta circunscripción se podrán elegir 
hasta cuatro representantes. 

Para los colombianos residentes en el exterior 
existirá una circunscripción internacional median-
te la cual se elegirá un Representante a la Cámara. 
En ella solo se contabilizarán los votos deposita-
dos fuera del territorio nacional por ciudadanos 
residentes en el exterior. 

Parágrafo 1°. A partir de 2014, la base para la 
asignación de las curules adicionales se ajustará en 
la misma proporción del crecimiento de la pobla-
ción nacional, de acuerdo con lo que determine el 
censo. Le corresponderá a la organización electo-
ral ajustar la cifra para la asignación de curules. 

Parágrafo 2°. Si como resultado de la aplicación 
de la fórmula contenida en el presente artículo, una 
circunscripción territorial pierde una o más curu-
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les, mantendrá las mismas que le correspondieron 
a 20 de julio de 2002. 

Parágrafo Transitorio. El Congreso de la Repú-
blica reglamentará la circunscripción internacio-
nal a más tardar el 15 de diciembre de 2005, caso 
contrario, lo hará el Gobierno Nacional dentro de 
los quince (15) días siguientes a esa fecha; incluirá 
entre otros temas: inscripción de candidatos, ins-
cripción de ciudadanos habilitados para votar en el 
exterior, mecanismos para promover la participa-
ción y realización del escrutinio de votos a través  

-
tas al exterior por parte del Representante elegido. 

El candidato a la Vicepresidencia de la Repú-
blica que siga en votos a quíen se declare elegi-
do y que obtenga cuando menos un treinta por 
ciento (30%) de la votación, ocupará una curul 
adicional en la Cámara de Representantes du-
rante el período para el cual se hizo la corres-
pondiente elección, siempre y cuando su partido 
o movimiento político se declare en oposición. 
Dicha declaración se hará ante el Consejo Na-
cional Electoral, organismo que deberá expedir 

personal e intransferible. 
Artículo 4°. El artículo 299 de la Constitución 

Política quedará así: 
Artículo 299. En cada departamento habrá una 

corporación político- administrativa de elección 
popular que se denominará asamblea departamen-
tal, la cual estará integrada por no menos de 11 
miembros ni más de 31. Dicha corporación gozará 
de autonomía administrativa y presupuesto propio, 
y podrá ejercer control político sobre la adminis-
tración departamental. 

El candidato al cargo de Gobernador que siga 
en votos a quien se declare elegido y que obten-
ga cuando menos un treinta por ciento (30%) de 
la votación, ocupará una curul adicional en la 
Asamblea Departamental durante el período para 
el cual se hizo la correspondiente elección, siem-
pre y cuando su partido o movimiento político se 
declare en oposición. Dicha declaración se hará 
ante el Consejo Nacional Electoral, organismo 

-
ción. Este derecho es personal e intransferible. 

El régimen de inhabilidades e incompatibili-

podrá ser menos estricto que el señalado para los 
congresistas en lo que corresponda. El período de 
los diputados será de cuatro años y tendrá la cali-
dad de servidores públicos. 

Para ser elegido diputado se requiere ser ciu-
dadano en ejercicio, no haber sido condenado a 
pena privativa de la libertad, con excepción de los 
delitos políticos o culposos y haber residido en la 
respectiva circunscripción electoral durante el año 
inmediatamente anterior a la fecha de la elección. 

Los miembros de la Asamblea Departamental 
tendrán derecho a una remuneración durante las 

sesiones correspondientes y estarán amparados 
por un régimen de prestaciones y seguridad social, 

Artículo 5°. El artículo 303 de la Constitución 
Política quedará así: 

Artículo 303. En cada uno de los departamen-
tos habrá un Gobernador que será jefe de la ad-
ministración seccional y representante legal del 
departamento; el gobernador será agente del Pre-
sidente de la República para el mantenimiento del 
orden público y para la ejecución de la política 
económica general, así como para aquellos asun-
tos que mediante convenios la Nación acuerde con 
el departamento. Los gobernadores serán elegi-
dos popularmente para períodos institucionales de 
cuatro (4) años y no podrán ser reelegidos para el 
período siguiente. 

-
dades e incompatibilidades de los gobernadores; 
reglamentará su elección; determinará sus faltas 
absolutas y temporales; y la forma de llenar estas 
últimas y dictará las demás disposiciones necesa-
rias para el normal desempeño de sus cargos. 

Siempre que se presente falta absoluta a más de 
dieciocho (18) meses de la terminación del perío-
do, se elegirá gobernador para el tiempo que reste. 
En caso de que faltare menos de dieciocho (18) 
meses, el Presidente de la República designará un 
Gobernador para lo que reste del período, respe-
tando el partido, grupo político o coalición por el 
cual fue inscrito el gobernador elegido. 

Los Gobernadores de los departamentos, se-
rán elegidos por la mitad más uno de los votos 
que, de manera secreta y directa, depositen los 
ciudadanos con las formalidades que determine 
la ley. Si ningún candidato obtiene dicha mayo-
ría, se celebrará una nueva votación que tendrá 
lugar tres semanas más tarde, en la que solo par-
ticiparán los dos candidatos que hubieren ob-
tenido las más altas votaciones. Será declarado 
Gobernador quien obtenga el mayor número de 
votos. 

En caso de muerte o incapacidad física per-
manente de alguno de los dos candidatos con 
mayoría de votos, su partido o movimiento polí-
tico podrá inscribir un nuevo candidato para la 
segunda vuelta. Si no lo hace o si la falta obedece 
a otra causa, lo reemplazará quien hubiese obte-
nido la tercera votación; y así en forma sucesiva 
y en orden descendente. 

Si la falta se produjese con antelación menor 
a dos semanas de la segunda vuelta, esta se apla-
zará por quince días.” 

Artículo 6°. El artículo 312 de la Constitución 
Política quedará así: 

Artículo 312. En cada municipio habrá una 
corporación político- administrativa elegida popu-
larmente para períodos de cuatro (4) años que se 
denominará concejo municipal, integrado por no 
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menos de siete (7) ni más de veintiún (21) miem-
bros según lo determine la ley de acuerdo con la 
población respectiva. Esta corporación podrá ejer-
cer control político sobre la administración muni-
cipal. 

El candidato al cargo de Alcalde que siga en 
votos a quien se declare elegido y que obtenga 
cuando menos un treinta por ciento (30%) de 
la votación, ocupará una curul adicional en el 
Concejo Distrital o Municipal durante el período 
para el cual se hizo la correspondiente elección, 
siempre y cuando su partido o movimiento polí-
tico se declare en oposición. Dicha declaración 
se hará ante el Consejo Nacional Electoral, or-
ganismo que deberá expedir la correspondiente 

-
ferible. 

La ley determinará las calidades, inhabilidades 
e incompatibilidades de los Concejos y la época de 
sesiones ordinarias de los Concejos. Los Conceja-
les no tendrán la calidad de empleados públicos. 

La ley podrá determinar los casos en que tengan 
derecho a honorarios por su asistencia a sesiones. 

Su aceptación de cualquier empleo público 
constituye falta absoluta.” 

Artículo 7°. Modifíquese el artículo 314 de la 
Constitución Nacional el cual quedará así: 

Artículo 314. En cada municipio habrá un al-
calde, jefe de la administración local y represen-
tante legal del municipio, que será elegido popu-
larmente para períodos institucionales de cuatro 
(4) años. 

Los alcaldes de las capitales de departamento, 
serán elegidos por la mitad más uno de los votos 
que, de manera secreta y directa, depositen los 
ciudadanos con las formalidades que determine 
la ley. Si ningún candidato obtiene dicha mayo-
ría, se celebrará una nueva votación que tendrá 
lugar tres semanas más tarde, en la que solo par-
ticiparán los dos candidatos que hubieren ob-
tenido las más altas votaciones. Será declarado 
Alcalde quien obtenga el mayor número de votos. 

En caso de muerte o incapacidad física per-
manente de alguno de los dos candidatos con 
mayoría de votos, su partido o movimiento polí-
tico podrá inscribir un nuevo candidato para la 
segunda vuelta. Si no lo hace o si la falta obedece 
a otra causa, lo reemplazará quien hubiese obte-
nido la tercera votación; y así en forma sucesiva 
y en orden descendente. 

Si la falta se produjese con antelación menor 
a dos semanas de la segunda vuelta, esta se apla-
zará por quince días. 

Siempre que se presente falta absoluta a más 
de dieciocho (18) meses de la terminación del pe-
ríodo, se elegirá alcalde para el tiempo que reste. 
En caso de que faltare menos de dieciocho (18) 
meses, el gobernador designará un alcalde para lo 
que reste del período, respetando el partido, grupo 

político o coalición por el cual fue inscrito el alcal-
de elegido. 

El Presidente y los gobernadores, en los casos 
taxativamente señalados por la ley, suspenderán o 
destituirán a los alcaldes. 

La ley establecerá las sanciones a que hubiere 
lugar por el ejercicio indebido de esta atribución. 

Artículo 8°. Modifíquese el artículo 323 de la 
Constitución Nacional el cual quedará así: 

Artículo 323. El Concejo Distrital se compon-
drá de cuarenta y cinco (45) concejales. 

En cada una de las localidades habrá una junta 
administradora elegida popularmente para perío-
dos de cuatro (4) años que estará integrada por no 
menos de siete ediles, según lo determine el conce-
jo distrital, atendida la población respectiva. 

El Alcalde Mayor será elegido para un perío-
do de cuatro años, por la mitad más uno de los 
votos que, de manera secreta y directa, depositen 
los ciudadanos con las formalidades que deter-
mine la ley. Si ningún candidato obtiene dicha 
mayoría, se celebrará una nueva votación que 
tendrá lugar tres semanas más tarde, en la que 
solo participarán los dos candidatos que hubie-
ren obtenido las más altas votaciones. Será de-
clarado Alcalde Mayor quien obtenga e! mayor 
número de votos. 

En caso de muerte o incapacidad física per-
manente de alguno de los dos candidatos con 
mayoría de votos, su partido o movimiento polí-
tico podrá inscribir un nuevo candidato para la 
segunda vuelta. Si no lo hace o si la falta obedece 
a otra causa, lo reemplazará quien hubiese obte-
nido la tercera votación; y así en forma sucesiva 
y en orden descendente. 

Si la falta se produjese con antelación menor 
a dos semanas de la segunda vuelta, esta se apla-
zará por quince días. 

La primera votación para Alcalde Mayor, la 
elección de concejales distritales y de ediles se 
hará en un mismo día para períodos de cuatro (4) 
años y el alcalde no podrá ser reelegido para el 
período siguiente. 

Siempre que se presente falta absoluta a más 
de dieciocho (18) meses de la terminación del pe-
riodo, se elegirá alcalde mayor para el tiempo que 
reste. En caso de que faltare menos de dieciocho 
(18) meses, el Presidente de la República desig-
nará alcalde mayor para lo que reste del periodo, 
respetando el partido, grupo político o coalición 
por el cual fue inscrito el alcalde elegido. 

Los alcaldes locales serán designados por el 
alcalde mayor de terna enviada por la correspon-
diente junta administradora. 

En los casos taxativamente señalados por la ley, 
el Presidente de la República suspenderá o desti-
tuirá al alcalde mayor. 
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Los concejales y los ediles no podrán hacer par-
te de las juntas directivas de las entidades descen-
tralizadas. 

El candidato al cargo de Alcalde Mayor que 
siga en votos a quien se declare elegido y que ob-
tenga cuando menos un treinta por ciento (30%) 
de la votación, ocupará una curul adicional en el 
Concejo Distrital durante el período para el cual 
se hizo la correspondiente elección, siempre y 
cuando su partido o movimiento político se decla-
re en oposición. Dicha declaración se hará ante 
el Consejo Nacional Electoral, organismo que 

Este derecho es personal e intransferible. 
Artículo 9°. El presente acto legislativo rige a 

partir de su promulgación y deroga las disposicio-
nes que le sean contrarias. 

Cordialmente, 

De conformidad con el inciso segundo del artí-
culo 165 de la Ley 5a de 1992, se autoriza la publi-
cación del presente informe. 

La Presidenta, 
Karime Motay Morad. 

El Secretario,
Guillermo León Giraldo Gil. 

TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN 
PRIMERA DEL HONORABLE SENADO DE 
LA REPÚBLICA AL PROYECTO DE ACTO 

LEGISLATIVO NÚMERO 19 DE 2013  
SENADO

por el cual se establece la segunda Vuelta 
para la elección de alcaldes en las capitales de 
departamento y en el distrito capital, y se dictan 

otras disposiciones.
El Congreso de la República

DECRETA:
Artículo 1°. El artículo 312 de la Constitución 

Política quedará así: 
Artículo 312. En cada municipio habrá una 

corporación político-administrativa elegida  popu-
larmente para períodos de cuatro (4) años que se 
denominará concejo municipal, integrado por no 

menos de siete (7) ni más de veintiún (21) miem-
bros según lo determine la ley de acuerdo con la 
población respectiva. Esta corporación podrá ejer-
cer control político sobre la administración muni-
cipal. 

El candidato al cargo de Alcalde que siga en 
votos a quien se declare elegido y que obtenga 
cuando menos un treinta por ciento (30%) de la 
votación, ocupará una curul adicional en el Conce-
jo Distrital o Municipal durante el período para el 
cual se hizo la correspondiente elección, siempre y 
cuando su Partido o movimiento político se decla-
re en oposición. Dicha declaración se hará ante el 
Consejo Nacional Electoral, organismo que deberá 

-
cho es personal e intransferible. 

La ley determinará las calidades, inhabilidades 
e incompatibilidades de los Concejos y la época de 
sesiones ordinarias de los Concejos. Los Conceja-
les no tendrán la calidad de empleados públicos. 

La ley podrá determinar los casos en que tengan 
derecho a honorarios por su asistencia a sesiones. 

Su aceptación de cualquier empleo público 
constituye falta absoluta. 

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 314 de la 
Constitución Nacional el cual quedará así: 

Artículo 314. En cada municipio habrá un al-
calde, jefe de la administración local y represen-
tante legal del municipio, que será elegido popu-
larmente para períodos institucionales de cuatro 
(4) años. 

Los alcaldes de las capitales de departamento, 
serán elegidos por la mitad más uno de los votos 
que, de manera secreta y directa, depositen los 
ciudadanos con las formalidades que determine la 
ley. Si ningún candidato obtiene dicha mayoría, se 
celebrará una nueva votación que tendrá lugar tres 
semanas más tarde, en la que solo participarán los 
dos candidatos que hubieren obtenido las más altas 
votaciones. Será declarado Alcalde quien obtenga 
el mayor número de votos. 

En caso de muerte o incapacidad física perma-
nente de alguno de los dos candidatos con mayoría 
de votos, su partido o movimiento político podrá 
inscribir un nuevo candidato para la segunda vuel-
ta. Si no lo hace o si la falta obedece a otra causa, 
lo reemplazará quien hubiese obtenido la tercera 
votación; y así en forma sucesiva y en orden des-
cendente. 

Si la falta se produjese con antelación menor a 
dos semanas de la segunda vuelta, esta se aplazará 
por quince días. 

Siempre que se presente falta absoluta a más 
de dieciocho (18) meses de la terminación del pe-
ríodo, se elegirá alcalde para el tiempo que reste. 
En caso de que faltare menos de dieciocho (18) 
meses, el gobernador designará un alcalde para lo 
que reste del período, respetando el partido, grupo 
político o coalición por el cual fue inscrito el alcal-
de elegido. 
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El Presidente y los gobernadores, en los casos 
taxativamente señalados por la ley, suspenderán o 
destituirán a los alcaldes. 

La ley establecerá las sanciones a que hubiere 
lugar por el ejercicio indebido de esta atribución. 

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 323 de la 
Constitución Nacional el cual quedará así: 

Artículo 323. El Concejo Distrital se compon-
drá de cuarenta y cinco (45) concejales. 

En cada una de las localidades habrá una junta 
administradora elegida popularmente para perío-
dos de cuatro (4) años que estará integrada por no 
menos de siete ediles, según lo determine el conce-
jo distrital, atendida la población respectiva. 

El Alcalde Mayor será elegido para un período 
de cuatro años, por la mitad más uno de los vo-
tos que, de manera secreta y directa, depositen los 
ciudadanos con las formalidades que determine la 
ley. Si ningún candidato obtiene dicha mayoría, se 
celebrará una nueva votación que tendrá lugar tres 
semanas más tarde, en la que solo participarán los 
dos candidatos que hubieren obtenido las más altas 
votaciones. Será declarado Alcalde Mayor quien 
obtenga el mayor número de votos. 

En caso de muerte o incapacidad física perma-
nente de alguno de los dos candidatos con mayoría 
de votos, su partido o movimiento político podrá 
inscribir un nuevo candidato para la segunda vuel-
ta. Si no lo hace o si la falta obedece a otra causa, 
lo reemplazará quien hubiese obtenido la tercera 
votación; y así en forma sucesiva y en orden des-
cendente. 

Si la falta se produjese con antelación menor a 
dos semanas de la segunda vuelta, esta se aplazará 
por quince días. 

La primera votación para Alcalde Mayor, la 
elección de concejales distritales y de ediles se 
hará en un mismo día para períodos de cuatro (4) 
años y el alcalde no podrá ser reelegido para el 
período siguiente. 

Siempre que se presente falta absoluta a más 
de dieciocho (18) meses de la terminación del pe-
riodo, se elegirá alcalde mayor para el tiempo que 
reste. En caso de que faltare menos de dieciocho 
(18) meses, el Presidente de la República desig-
nará alcalde mayor para lo que reste del periodo, 
respetando el partido, grupo político o coalición 
por el cual fue inscrito el alcalde elegido. 

Los alcaldes locales serán designados por el 
alcalde mayor de terna enviada por la correspon-
diente junta administradora. 

En los casos taxativamente señalados por la ley, 
el Presidente de la República suspenderá o desti-
tuirá al alcalde mayor. 

Los concejales y los ediles no podrán hacer par-
te de las juntas directivas de las entidades descen-
tralizadas. 

El candidato al cargo de Alcalde Mayor que siga 
en votos a quien se declare elegido y que obtenga 
cuando menos un treinta por ciento (30%) de la 
votación, ocupará una curul adicional en el Conce-
jo Distrital durante el período para el cual se hizo 
la correspondiente elección, siempre y cuando su 
Partido o movimiento político se declare en opo-
sición. Dicha declaración se hará ante el Consejo 
Nacional Electoral, organismo que deberá expedir 

personal e intransferible. 
Artículo 4°. El presente acto legislativo rige a 

partir de su promulgación y deroga las disposicio-
nes que le sean contrarias. 

En los anteriores términos fue aprobado el Pro-
yecto de Acto Legislativo número 19 de 2013 se-
nado, por el cual se establece la segunda vuelta 
para la elección de alcaldes en las capitales de 
departamento y en el distrito capital, y se dictan 
otras disposiciones”, como consta en la sesión del 
día 16 de abril de 2013, acta número 37. 

El Ponente,
Eduardo Enríquez Maya,

Honorable Senador de la República. 
La Presidenta, 

Karime Motay Morad. 
El Secretario,

Guillermo León Giraldo Gil. 
* * *

INFORME DE PONENCIA PARA  
SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE 

LEYNÚMERO 221 DE 2013 SENADO

Senadora: 
KARIME MOTA Y MORAD 
Presidenta 
Comisión Primera 
Senado de la República 
Respetada Presidenta. 
De conformidad a la designación realizada por 

la Mesa Directiva de la Comisión Primera, me per-
mito rendir ponencia favorable para segundo de-
bate al Proyecto de ley número 221 de 2013, por 

 
Antecedentes del Proyecto 
El Proyecto de ley número 221 de 2013 Sena-

do, de autoría del Senador Juan Lozano Ramírez, 
fue radicado el 21 de marzo de esta anualidad en 
la Secretaría General del Senado de la República. 

I. Objeto 
El presente proyecto de ley busca que, además 

de los 23 magistrados que integran la Corte Su-
prema de Justicia, se cuente con magistrados de 
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descongestión que determine la ley y que no inte-
grarán la Sala Plena. 

En consecuencia, las normas del proyecto de 
-

tarios de procesos que exceden la capacidad nor-
mal de la Sala de Casación Laboral, esta, además 
de los siete (7) magistrados que la integran, tendrá 
adscrita una Sala Transitoria de Descongestión, 
por ocho (8) años a partir de su integración inicial, 
compuesta por seis (6) magistrados. Los cuales de-
berán cumplir con los requisitos señalados en el 
artículo 232 de la Constitución, demostrando des-
empeño y conocimiento en Derecho del Trabajo y 
de la Seguridad Social. 

II. Fundamento del Proyecto de ley 
El proyecto de ley se fundamenta en las si-

guientes premisas expuestas en la exposición de 
motivos, en las cuales se demuestra la necesidad 
de descongestionar la Sala Laboral de la Corte Su-
prema de Justicia: 

La Sala de Casación Laboral de la Corte Supre-
ma de Justicia atiende los siguientes asuntos: 

- Demandas de casación. 
- Demandas de anulación de laudos arbitrales. 
- Demandas de revisión 

huelga, en segunda instancia. 
- Acciones constitucionales de habeas corpus y 

de tutela, estas últimas en primera instancia y en 
impugnación, así como desacatos. 

contra agentes diplomáticos, recursos de queja) 
En el Cuadro 1 se muestran los porcentajes que 

corresponden a estos ítems, que ingresan a la Sala: 
CUADRO 1. 

Como se observa, evidentemente los dos tipos 
de proceso que mayor volumen ocupan en las acti-
vidades de la Sala de Casación Laboral, son los re-
cursos de casación (52,22%) y las acciones cons-
titucionales, como las tutelas (primera y segunda 
instancias) y las acciones de desacato a sentencias 
de tutela, cuya sumatoria es casi del 45%. 

Los recursos extraordinarios de casación se in-
terponen, en un alto porcentaje, en contra de sen-
tencias proferidas por las Salas Laborales de los 
Tribunales Superiores de Distrito. Por su parte, 

un porcentaje importante de las acciones de tutela 
conocidas por la Sala, corresponden a la primera 
instancia de las acciones de amparo constitucional 
emprendidas contra providencias emitidas por las 
salas laborales de los tribunales de distrito judicial. 

los asuntos que llegan a conocimiento de la Sala de 
Casación Laboral de la CSJ tienen relación directa 
y estrecha con la actividad de las salas laborales de 
los tribunales de distrito judicial. 

Ahora bien. en los últimos años (por efecto di-
recto del PGD) el número de despachos de magis-
trados laborales de tribunales superiores de distrito 

despachos de magistrados de distrito los que ori-
ginan el mayor volumen de asuntos que arriban a 
conocimiento de la Sala de Casación. La cifra es 
elocuente: la planta permanente de despachos de 
magistrado laboral de distrito, según cifras sumi-
nistradas por el Consejo Superior de la Judicatura, 
es de 104. Pero por efecto del PGD, se han crea-
do adicionalmente 51 despachos de descongestión 
(ver cuadro 3). Con otras palabras, la actual con-
gestión de la Sala de Casación Laboral de la CSJ 
en buena medida se debe a que ella pasó de cono-
cer asuntos provenientes de 104 despachos de ma-
gistrados de tribunal superior, a conocer los proce-
dentes de 155 despachos, es decir, un incremento 
de casi el 50% en las fuentes de entrada. Todo ello 
mientras el número de despachos de magistrado en 
la Sala de Casación Laboral se ha mantenido en 7. 

Lo anterior es corroborado por la circunstancia 
de que, también por efecto del PGD, en los últi-
mos años se ha incrementado la productividad de 
los despachos judiciales. Según datos del Consejo 

el Índice de Evacuación Parcial (IEP) de los des-
pachos laborales fue del 115,7%. Esto quiere decir 
que por cada 100 procesos que ingresaron a los 
despachos de la jurisdicción laboral, se culminaron 
115,7. Esta cifra muestra a las claras que el PGD 
ha venido cumpliendo sus objetivos. Pero también 
muestra que ese incremento en la productividad 
repercute indiscutiblemente en el mayor volumen 
de asuntos que ingresan a conocimiento de la Sala 
Laboral de la Corte. 

Consideración especial merecen también las 
acciones de tutela. En el Cuadro 2 se aprecia cla-
ramente cómo las acciones de tutela han venido 
incrementándose ante la Sala Laboral, de manera 
muy consistente. 

CUADRO 2 
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Cada magistrado de la Sala Laboral, en prome-
dio, sustancia y suscribe como ponente un núme-
ro de 587 sentencias de tutela anuales (2012). Eso 

-
medio, presenta a consideración 15 sentencias de 
tutela por cada sala (Cuadro 3). Las acciones de 
tutela, sin lugar a dudas, constituyen uno de los 
factores más importantes de congestión de la Sala 
de Casación Laboral, no solamente por su número, 
sino también porque muchas de ellas no son provi-
dencias rutinarias, sino, por el contrario, fallos que 
exigen un estudio especial.

CUADRO 3 

Cada magistrado de la Sala Laboral de la Cor-
te es ponente de unas 1.107 providencias anuales, 
como sumatoria de autos, tutelas y sentencias de 

-

ellos produce y suscribe unas 28 providencias por 
cada sala, dentro de las cuales se cuentan, en pro-
medio, 6 sentencias de casación y unas 15 tutelas. 
En el Cuadro 4 se presenta el comportamiento de 
los inventarios, ingresos y egresos en cada año de 
la Sala, desde el año 2000. Allí se evidencia cómo, 
año tras año, los inventarios se incrementan. La 
conclusión obvia es que la Sala de Casación La-
boral, ni aun haciendo un esfuerzo importante en 
aumentar el número de egresos (esfuerzo que sería 
irresponsable pues implicaría no dedicar el tiempo 

luego una decisión de calidad), podría ponerse al 
día, mientras mantenga el actual número de ma-
gistrados. 

En efecto, asumiendo que los ingresos anuales 
se mantuvieran estables en 9.883 (cosa que no pa-
rece factible, pues los efectos de la descongestión 
de los tribunales superiores de distrito judicial, en 
razón de la descongestión, deben prolongarse du-

cada año continuarían su tendencia creciente. En 
el Cuadro 5 se representa esta tendencia, haciendo 
un ejercicio hasta el 2024. 

CUADRO 5 

En el año 2012 ingresaron a la Sala de Casación 
Laboral 9.883 nuevos negocios, que se sumaron 
a un inventario inicial (1º de enero de 2012) de 
10.169. En el transcurso de ese año, la Sala evacuó 

31 de diciembre de esa anualidad, la Sala tenía un 
inventario de 12.602 negocios. 

En los años anteriores y teniendo en la mira la 
situación descrita, el Consejo Superior de la Judi-
catura ha aumentado el número de empleados de 
la Sala. Pero ese esfuerzo, si bien ha facilitado la 
labor de los magistrados de la Sala de Casación 
Laboral, no ha representado un impacto sobre los 
inventarios. La razón es que el “cuello de botella” 
se encuentra en el número de magistrados de la 

-
tes para reducir los inventarios. 

En la actualidad, y como resultado directo de la 
congestión que vive la Sala de Casación Laboral 
de la Corte, un negocio tarda en promedio más de 
3 años, entre el momento en que ingresa al despa-
cho del magistrado para admisión y el momento 
en que egresa de este con fallo. Esto representa, 
muchas veces, cerca del doble del tiempo que ese 
mismo asunto tarda en las instancias. Dicho con 
otras palabras, aproximadamente el 60% del tiem-
po que tarda un asunto, entre el momento en que 
se presenta la demanda inaugural ante el juzgado y 
el momento en que sale fallado en casación, trans-
curre surtiéndose el recurso extraordinario de ca-
sación. Obviamente, el anterior predicamento no 
es válido para la mayoría de los procesos labora-
les que se surten en Colombia ante la jurisdicción 
ordinaria laboral, pero en aquellos asuntos donde 
procede el recurso extraordinario de casación y 
este es interpuesto, el tiempo de demora es, en la 
práctica, una verdadera denegación de justicia. Y 
ello es más dramático, en la medida que un por-

-
mitidos por la Sala, corresponden a situaciones en 
las que se encuentran involucradas personas de la 
tercera edad, inválidas, viudas y huérfanos. 

De otro lado, aunque su incidencia porcentual en 
el volumen total de la Sala Laboral, no es cuantita-
tivamente importante, la resolución de las deman-
das de anulación (es decir, demandas en contra de 
fallos proferidos por tribunales de arbitramento) y 

un importante impacto en las relaciones laborales 
colectivas, pues, dada la congestión de la Sala, la 
resolución de casos como estos -que debería ser 
muy rápida- tarda un tiempo excesivo. 

III. Marco Normativo 
La Constitución, en los artículos 231 a 235, es-

tablece la estructura y funciones de la Corte Supre-
ma de Justicia. 

El artículo 231 de la Carta indica: “[l]os magis-
trados de la Corte Suprema de Justicia y del Con-
sejo de Estado serán nombrados por la respectiva 
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corporación, de listas enviadas por el Consejo Su-
perior de la Judicatura” 

El artículo 232 prevé: “Para ser magistrado 
de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema 
de Justicia y del Consejo de Estado se requiere: 
1. ser colombiano de nacimiento y ciudadano en 

-
nado por sentencia judicial a pena privativa de la 
libertad, excepto por delitos políticos o culposos. 
4. Haber desempeñado, durante diez años, cargos 
en la rama judicial o en el Ministerio Público, o 
haber ejercido, con buen crédito, por el mismo 
tiempo, la profesión de abogado, o la cátedra 
universitaria en disciplinas jurídicas en estableci-

magistrado de estas corporaciones no será requi-
sito pertenecer a la carrera judicial” 

Luego, en su artículo 233, establece que “[l]os 
 magistrados de la Corte Constitucional, de la 
Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado 
serán elegidos para períodos individuales de ocho 
años, no podrán ser reelegidos y permanecerán en 
el ejercicio de sus cargos mientras observen bue-
na conducta, tengan rendimiento satisfactorio y no 
hayan llegado a la edad de retiro forzoso” 

A su vez, el artículo 234 de la Carta señala que 
“[l]a Corte Suprema de Justicia es el máximo tri-
bunal de la jurisdicción ordinaria y se compondrá 
del número impar de magistrados que determine 
la ley. Esta dividirá la Corte en salas, señalará a 
cada una de ellas los asuntos que deba conocer se-
paradamente y determinará aquellos en que deba 
intervenir la Corte en pleno” 

Finalmente, el artículo 235 superior, señala las 
funciones de la Corte Suprema de Justicia. 

En estos preceptos superiores se establecen al-
gunos de los elementos, que por ser consagrados 
por el Estatuto Superior, son estructurales e ina-
movibles por cualquier norma infraconstitucional 
que regule el funcionamiento de la Corte Suprema 
de Justicia. Corresponde primordialmente a la ley 
estatutaria desarrollarlos, pero obviamente sin va-
riarlos, como bien lo ha dicho la honorable Corte 
Constitucional (Sentencia C-162/1999). Para los 
efectos del proyecto de reforma a la Ley Estatu-
taria de la Administración de Justicia y con miras 
a una estructura de descongestión dentro de CSJ, 
adscrita a su Sala de Casación Laboral, dicho pro-
yecto deberá respetar los siguientes parámetros: i) 

la propia Ley Estatutaria actual, en aquellos aspec-
-

lación estrecha con la reforma que se propone; u) 
En tal orden de ideas, esa estructura debe adoptar 
la modalidad de “sala”, para guardar coherencia 
con el actual artículo 234 de la Carta y con el 16 
de la Ley Estatutaria; iii) Los magistrados que 
hagan parte de dicha sala de descongestión serán 
elegidos según lo dispone el citado artículo 231 
de la Constitución; iv) Dichos magistrados será 

elegidos por períodos individuales únicos de ocho 
años (artículo 233 CP); y) Su período debe ser de 
ocho años (artículo 233 CP). vi) la Corte deberá 
mantener, con la adición de los magistrados de la 
Sala de descongestión, un número impar de miem-
bros (artículo 234 CP); vii) Los magistrados que 
conformen la Sala de Descongestión adscrita a la 
Sala de Casación Laboral de la Corte, tendrán las 
mismas funciones de los magistrados titulares de 
esta (artículo 235 CP), aunque la Sala de Casación 
Laboral retendrá la función privativa de introducir 
variaciones a la jurisprudencia laboral y de segu-
ridad social. 

IV. Debate en la Comisión Primera del Se-
nado

El texto que se somete a consideración fue 
abiertamente discutido por los miembros de la Co-
misión Primera del Senado, quienes presentaron 
juiciosamente algunas observaciones al articula-
do del proyecto. A continuación, se sintetizan las 
principales: 

- Se sugirió que esta propuesta debe hacerse ex-
tensiva a las otras Salas de Casación que integran 
la Corte Suprema de Justicia. 

- Se consideró necesario que la Sala de Descon-
gestión que se crea, deba integrar la Sala Plena de 
la Corte Suprema de Justicia y su Sala de Casación 
Laboral y puedan variar jurisprudencia, para avan-
zar efectivamente en la superación de la conges-
tión judicial que enfrenta esta Sala. 

- Se planteó que la autonomía de los Magistra-
dos queda limitada, por cuanto la Sala de Casación 
Laboral le asignaría a la Sala de Descongestión los 
asuntos que tendría que conocer y porque además, 
no podría proferir jurisprudencia. 

La presente iniciativa contempla algunas medi-

1. La descongestión judicial se establece para 
la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia. 

La Sala Laboral de la Corte Suprema de Justi-
cia, ha venido cumpliendo su tarea como máximo 
tribunal de la jurisdicción ordinaria. Sin embargo, 
como efecto “irradiación” del PGN que dio lugar 
a la creación de magistrados de descongestión en 
todo el país a nivel de Tribunales que son los que 
originan el mayor número de asuntos que llegan a 
conocimiento de la Sala Laboral de la Corte Su-
prema, la Sala de Casación Laboral de la Corte tie-
ne a día de hoy un número importante de procesos 
para decidir, que asciende a más de 13.000.000. 

Además de lo anterior, es pertinente aclarar que 
las demás Salas que integran la Corte Suprema de 
Justicia han emprendido la importante y necesaria 
tarea de elaborar un diagnóstico completo sobre la 
respectiva congestión que existe al interior de sus 
despachos. En el caso de la Sala Penal, es sabido 
que se han realizado varios debates académicos en 
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los cuales se discuten medidas de descongestión 
que van más allá de la ampliación cuantitativa de 
magistrados o despachos judiciales, puesto que se 
requiere adoptar reformas sustanciales sobre la es-
tructura procedimental, unido con la adopción de 
una verdadera política criminal integral. Lo mismo 
puede decirse de la Sala Civil de la Corte Supre-
ma de Justicia, quien ha venido trabajando en esta 
transcendental labor. 

A través de la jurisdicción laboral y en particu-
lar, la labor que desempeña la Sala Laboral de la 
Corte Suprema de Justicia, se garantizan y hacen 
efectivos derechos constitucionales importantes, 
como el derecho fundamental al trabajo, los de-
rechos de asociación, los derechos sindicales, la 
seguridad social, en los que se encuentran involu-
cradas personas de la tercera edad, huérfanos, viu-
das y discapacitados, alejados de connotaciones 
meramente patrimoniales, tal como lo manifestó el 
doctor, Carlos Ernesto Molina Monsalve, Magis-
trado de esta Sala en el debate. 

Así, por ejemplo, en relación con la función 
tan importante que cumple el recurso de casación 
en materia laboral, resulta pertinente transcribir 
algunos apartes de la Sentencia C- 372 de 2011, 
M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub: “El recurso 
extraordinario de casación asume especiales fun-
ciones a partir de la adopción del Estado Social 
de Derecho. En efecto: (i) se erige como un me-
canismo de protección del orden objetivo median-
te la función de corrección de fallos contrarios a 
la ley, entendiéndose por tal, también la Norma 

-
dencia en materia de derechos laborales y de se-
guridad social, por tanto, es una garantía de la 
aplicación igualitaria del ordenamiento jurídico; 
(iii) es una institución jurídica destinada a también 
a hacer efectivo el derecho material, particular-
mente la Constitución, así como las garantías fun-
damentales; y (iv) en materia laboral, el recurso 
extraordinario de casación también constituye un 
instrumento mediante el cual el Estado cumple su 
función de protección del trabajo y la seguridad 
social. Por ello, al analizar las condiciones esta-
blecidas por el legislador para acceder al recurso, 
la Corte debe examinar si ellas hacen posible las 

consideración que la casación, además de un me-
canismo de control de validez, es una herramienta 
para hacer efectivas las garantías laborales y de la 
seguridad social”. 

Es de anotar que en la discusión del primer de-
bate se contó con la presencia de la Presidente de 
la honorable Corte Suprema de Justicia, doctora, 
Ruth Marina Díaz Rueda, el Presidente de la Sala 
Laboral de la Corte Suprema de Justicia, doctor, 
Jorge Mauricio Burgos Ruiz y algunos miembros 

-
tancia de avanzar en la aprobación de esta inicia-
tiva. 

2. Los Miembros de esta Sala no deben inte-
grar la Sala Plena de la Corte Suprema de Jus-
ticia ni su Sala de Casación Laboral

De acuerdo con la opinión del Presidente de 
la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, 
doctor, Jorge Mauricio Burgos Ruiz “La Sala de 
descongestión que se propone crear con el proyec-
to de ley estatutaria, tiene carácter transitorio y 
pretende atender una situación meramente coyun-
tural, que se generó a raíz de los planes de des-
congestión efectuados por el Consejo Superior de 
la Judicatura dentro del marco de implementación 
de la oralidad en la jurisdicción ordinaria Labo-

 

Ahora bien, si se conviniera que dicha Sala 
transitoria debe formar parte de la Sala Plena de 
la Corte Suprema de Justicia, ello generaría una 
sensible alteración en su estructura, pues queda-
ría la Sala Laboral con un número de magistra-
dos ostensiblemente superior a los de la Sala de 
Casación Civil y Penal, que le daría el control y 
preeminencia en la toma de decisiones, y que re-
sultaría inconveniente y antidemocrático. 

Además, se insiste en que la Sala transitoria 
que se propone, es únicamente para descongestio-
nar los despachos de los Magistrados de la Sala 
de Casación Laboral, y por tanto, no tiene sentido 
darles competencias administrativas o de otro or-
den, que no tengan relación con el área laboral y 
de seguridad social. 

De igual forma, es preciso indicar que las dis-
tintas Salas de Casación de la Corte a más de re-
solver los recursos extraordinarios de casación, 
tienen otras funciones que realizar respecto de la 
Sala Plena, de Gobierno, Actos protocolarios na-
cionales e internacionales y demás asuntos admi-
nistrativos de su competencia. De suerte, que si 
a los magistrados de descongestión se les permi-
tiera ejercer todas las funciones adicionales que 
realizan los magistrados permanentes, se limitaría 
ostensiblemente el objetivo único y exclusivo por 
el que se pretenden crear, que es precisamente la 
descongestión de los asuntos laborales y de segu-
ridad social que se encuentran represados. 

Por último, debe tenerse en cuenta que si la 
Sala de descongestión formara parte de la Sala de 
Casación Laboral, esta última quedaría integra-
da por 13 magistrados, lo que imposibilitaría la 
discusión y decisión de los proyectos que sema-
nalmente se presentan, pues si se continuara con 
los cinco proyectos preferentes que actualmente 
expone cada magistrado, la sala se vería avocada 

proyectos preferentes por semana, sin contar en-
tre ello, los autos motivados, de trámite y tutelas 
que deban gestionarse. Así que incluir la Sala de 
descongestión ala de Casación permanente gene-
raría en esas condiciones, un perjuicio más que un 
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En relación con la necesidad de que los ma-
gistrados de descongestión no entren a decidir 
asuntos administrativos, considera que “La gran 
mayoría de los asuntos administrativos se deciden 
en la Sala Plena de la Corporación, por votación 
mayoritaria de sus integrantes. Como quedó visto, 
el espíritu del proyecto es que los magistrados de 
descongestión se dediquen únicamente a descon-
gestionar los procesos represados, no es prudente 
entonces, que distraigan su tiempo en otros asun-
tos que por ley y Constitución son del resorte de la 
Sala Plena y de las Salas Especializadas perma-
nentes de la Corte Suprema de Justicia” 

3. Con la presente iniciativa se salvaguarda 
la autonomía de los Magistrados de la Sala de 
Descongestión que se pretende crear

A juicio del Presidente de la Sala Laboral de la 
Corte Suprema de Justicia, doctor, Jorge Mauricio 

-
rácter especial y transitorio de la Sala que se pre-

“dirigida a descongestionar la Sala de Casación 
Laboral de la Corporación. Existen por ejemplo, 
muchos asuntos similares, pendientes de resolver, 
que si se asignaran a la Sala adjunta para su de-

-
gestión. 

trascendencia social y jurídica deben ser resueltos 
por la Sala de Casación Laboral -permanente-, 
pues en muchas ocasiones, generan puntos nove-
dosos que orientan y re direccionan la jurispru-
dencia nacional en materia laboral y de seguridad 
social. 

De esta forma, se considera que el éxito de la 
descongestión está determinado en este caso, por 
la especialización de los magistrados de la Sala 
transitoria, en decidir temas previamente selec-
cionados y agrupados para su estudio”. 

Aclara además, que no es conveniente que una 
Sala de Descongestión que tiene carácter transito-

-
terminada materia, porque “en primer lugar, tal 
misión esta atribuida de manera exclusiva a la 
Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de 
Justicia, y en segundo lugar, generaría desorden 
y disparidad institucional, altamente perjudicial 
para la comunidad jurídica, en tanto no existiría 

-
cisiones de los Jueces y Magistrados del país, y 
que garantice por demás la observancia del prin-
cipio de seguridad jurídica. 

Además de lo anterior, se precisa que el cambio 
de jurisprudencia siempre ha implicado extensas 
discusiones, que pueden abarcar varias sesiones. 
Por tanto, si la Sala de descongestión se sometiera 

e inocua a los propósitos de descongestión”.

Proposición
Por las anteriores consideraciones, propongo a 

la honorable Plenaria del Senado de la República 
dar segundo debate al Proyecto de ley número 
221 de 2013, 

, conforme al texto aprobado en la Comisión 
Primera del Senado de la República.

Cordialmente,
Manuel Enríquez Rosero,
Senador de la República.

De conformidad con el inciso segundo del artícu 
lo 165 de la Ley 5a de 1992, se autoriza la publica-
ción del presente informe. 

La Presidenta,
Karime Mota Y Morad. 

El Secretario, 
Guillermo León Giraldo Gil.

TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN 
PRIMERA DEL HONORABLE SENADO DE 

LA REPUBLICA AL PROYECTO DE LEY 
ESTATUTARIA NÚMERO 221 DE 2012 SE-

NADO

Artículo 1°. Adiciónese un parágrafo al artículo 
15 de la Ley 270 de 1996, así: 

“Parágrafo 2°. Además de los 23 magistrados 
que integran la Corte Suprema de Justicia, esta 
contará con los magistrados de descongestión que 
determine la ley y que no integrarán la Sala Plena” 

Artículo 2°. Adiciónese un parágrafo transitorio 

por el artículo 7º de la Ley 1285 de 2009, así: 

los inventarios de procesos que exceden la ca-
pacidad normal de la Sala de Casación Laboral, 
esta, además de los siete (7) magistrados que la 
integran, tendrá adscrita una Sala Transitoria de 
Descongestión, por ocho (8) años a partir de su 

-
trados. Estos deberán cumplir con los requisitos 

demostrando desempeño y conocimiento en Dere-
cho del Trabajo y de la Seguridad Social. 

Los magistrados de la Sala Transitoria de Des-
congestión no integran la Sala Plena de la Corte 
Suprema de Justicia, ni su Sala de Casación Labo-
ral. Su función estará limitada a los temas que les 
asigne la Sala de Casación Laboral y no podrán 
variar la jurisprudencia de esta. Las propuestas en 
tal sentido deberán ser remitidas al Magistrado de 
la Sala de Casación Laboral a cuyo despacho fue 
repartido el proceso, quien decidirá si da traslado 
de ellas a dicha Sala para tal efecto. Los magistra-
dos de la Sala Transitoria de Descongestión serán 
elegidos por la Sala Plena, de listas enviadas por 
el Consejo Superior de la Judicatura. 
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Artículo 3°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga todas las disposiciones que 
le sean contrarias. 

En los anteriores términos fue aprobado el Pro-
yecto de ley número 221 de 2012 senado, por la 

, como consta 
en la sesión del día 10 de abril de 2013, Acta nú-
mero 36. 

El Ponente,

Manuel Enríquez Rosero,

Honorable Senador de la República.

La Presidenta,

Karime Mota Y Morad. 

 El Secretario, 

Guillermo León Giraldo Gil.
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